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    PRÓLOGO




    Senatus Trianae lo constituimos un grupo de socialistas veteranos con una amplia trayectoria en el PSOE, a lo largo de la cual hemos vivido la Dictadura franquista, la Transición y finalmente la Democracia. Durante estas etapas nos ha cabido la responsabilidad y el honor de asumir cargos orgánicos y públicos, al servicio de nuestra organización - en el primer caso- y del interés general -en el segundo-, pero siempre desde un pensamiento y compromiso críticos constructivos.




    En 2011 decidimos crear un blog como espacio abierto para el análisis político, la crítica y el acopio de ideas que pudieran servir al necesario debate en un partido como el nuestro donde las propuestas y el contraste de ideas son capitales para la toma de decisiones.




    Nuestra intención es contribuir a la difusión de valores socialistas como la equidad, la justicia social, la solidaridad, la res pública, la honradez personal y política y, en general, la defensa de aquellos segmentos de la población –trabajadores y clases medias- necesitados de la plasmación práctica de estos valores.




    Pretendemos también, desde la bitácora, propiciar un ámbito pedagógico bidireccional, es decir, desde Senatus hacia los lectores y viceversa. Consideramos que es lamentable que haya desaparecido la formación del PSOE como ideal y como estructura, cuando inicialmente abarcaba desde la Ejecutiva Federal hasta las secretarías de formación de las AALL- Por eso, agradecemos las opiniones, aportaciones, críticas y rectificaciones fundadas que se nos quieran hacer.




    Abundando en este intercambio que juzgamos enriquecedor hemos espigado los artículos que nos han parecido mejores y los más frecuentados por los lectores. Para dar a los contenidos forma de libro se ha optado por establecer una serie de capítulos, ordenados temática y cronológicamente para hacer más cómoda y amena su lectura. Si con ello contribuimos al contraste ideológico que pretendemos fomentar, nos daremos por satisfechos. De hecho, el último de los capítulos es una clara invitación a otras aportaciones que fomenten el debate y la democracia discursiva.




    El PSOE necesita hacerse algunas preguntas decisivas y sobre todo hallar las respuestas: ¿Por qué tenemos desde hace años una pérdida continua de militantes que nos ha llevado a las cifras actuales, menos de 200.000? ¿Por qué no gozamos de la simpatía de los jóvenes? ¿Dónde están las Juventudes Socialistas? ¿Cómo es posible que perdamos apoyo electoral elección tras elección desde 2010? ¿Cómo no conseguimos interesar en nuestras políticas a los sectores más formados de la sociedad?




    Según las encuestas, nuestros votantes tienen el nivel más bajo de instrucción del arco parlamentario. ¿Cuál es la causa de los paupérrimos resultados en las grandes ciudades? ¿Es que no somos capaces de articular un discurso atractivo, ilusionante, de izquierda y sobre todo creíble? A estos interrogantes y a otros muchos debe responder el partido socialista. Es verdad que debe hacerlo en un contexto de capitalismo agresivo y crisis general de la socialdemocracia que aún no ha encontrado respuesta a los problemas sociales que aquejan a la mujer y al hombre del siglo XXI. Pero no es menos cierto que en un contexto de desigualdades alarmantes hay que interrogarse, analizar la realidad del momento, y dar respuestas claras de transformación efectiva.




    Necesitamos rearmarnos moral e ideológicamente, recuperar el legítimo orgullo de ser socialistas impregnando nuestra praxis de un fuerte contenido ético, con una finalidad clara que tienda a la supresión de la explotación del hombre por el hombre mediante la máxima marxista: “De cada uno según su capacidad, a cada uno según sus necesidades”. En definitiva, la consecución de una sociedad dueña del fruto de su trabajo, compuesta por hombres y mujeres libres, iguales, honrados e inteligentes.


  




  

    1.


    


    ADMINISTRACIONES PÚBLICAS


  




  

    ¿UNA ADMINISTRACIÓN NUEVA?




    La Administración Autónoma Andaluza fue durante los primeros años, tras su constitución, una fuente de esperanza para Andalucía, por la racionalidad y agilidad en afrontar y desarrollar las funciones que le eran propias, con unos resultados en su gestión global ciertamente excelentes.




    Por desgracia, para los andaluces, tal situación comenzó a decaer tras el primer periodo de gobierno autónomo pleno, hasta llegar a la situación actual de total descomposición y que exige, sin demora alguna, los cambios oportunos para que vuelva a ser un instrumento útil al servicio de los ciudadanos y trabaje a favor de los intereses generales en la Comunidad Autónoma.




    Los casos de los ERES y de las subvenciones ilegales han marcado el punto más alto de la corrupción, sin mencionar otros asuntos de menor entidad, trascendencia y cuantía, pero también fruto perverso de la mala administración.




    Los casos mencionados muestran hasta qué punto el control sobre los altos cargos debe ser una de las tareas fundamentales de cualquier partido político en el poder, que está obligado a cuidar al máximo sus decisiones y en ningún caso puede permitir nombramientos caprichosos de personas carentes de la preparación, y/o de los méritos y de la entidad ética exigible a cualquier servidor público sea del nivel que sea. Fuera, pues, las cuotas de cualquier tipo y los compromisos injustificables o clientelares y territoriales de los responsables políticos.




    A los casos de corrupción se suma la mala gestión con prácticas inadecuadas, procedimientos absurdos y desequilibrios de plantillas en los órganos responsables de administrar los recursos públicos y hacer cumplir las leyes. Sin olvidar el sistema sancionador exagerado en cuantía y frecuencia, como si administrar fuera castigar. El caso más evidente y trascendente lo tenemos en los cursos de formación para los trabajadores, donde la inhibición de la Administración Autónoma de sus obligaciones de control y seguimiento ha causado un desastre.




    La lamentable situación de la Administración Andaluza se agravó aun más con la creación de la llamada administración paralela, es decir, con la constitución de innumerables empresas publicas, fundaciones y otros entes que, con la excusa de agilizar la gestión de la Administración Andaluza, suplantaron a los funcionarios en sus funciones y se constituyeron en creadores de numerosos puestos directivos, mejor pagados que los funcionarios públicos, para políticos sin oficio ni beneficio que a su vez colocaban a familiares, compañeros, y amigos a cargo de los recursos públicos.




    Para completar este panorama desalentador este año (2015) se ha sumado el desbarajuste administrativo en el proceso de escolarización. La Administración Educativa Andaluza ha llegado al extremo de matricular a escolares en centros elegidos a su gusto sin la autorización y ni siquiera el conocimiento de los padres. Se ha dado el caso de escolares que viviendo en lugares próximos a varios centros docentes, la Administración Autónoma los ha matriculado en colegios situados a varios kilómetros de donde viven. De este tipo de actuaciones se desprende un tufo desagradable y extraño a arbitrariedad, imposición, e incompetencia que intenta auto-justificarse con comportamientos obstruccionistas, controladores y sancionadores. Tal comportamiento ha generado alarma social y recursos ante la jurisdicción, lo que han hecho muchos padres en desacuerdo con la forma impositiva de escolarizar a sus hijos.




    Los casos expuestos responden a comportamientos impropios de un Gobierno Autónomo que defiende los principios constitucionales del Estado Social y Democrático de Derecho y que supuestamente se mueve bajo los principios de la socialdemocracia.




    Al inicio de una nueva legislatura y un nuevo gobierno en Andalucía la pregunta es la siguiente: ¿Tendremos una Administración Autónoma nueva, justa y equilibrada, o se mantendrán los mismos hábitos?


  




  

    MIGUEL ÁNGEL FERNÁNDEZ ORDÓÑEZ, EL GOBERNADOR




    Miguel Ángel Fernández Ordóñez fue gobernador del Banco de España desde 8 de marzo 2006 al 11 de junio de 2012. Cesó un mes antes del periodo establecido para su mandato al presentar la dimisión. Durante su mandato tuvo continuidad y llegó a su cenit el desmadre de los responsables de las Cajas de Ahorro, llámense Banca Pública de este país, una de las causas de la crisis económica que aún padecemos, y motivo de sufrimientos sin fin para un altísimo porcentaje de la ciudadanía.




    Este buen señor es probable que tenga que comparecer antes los tribunales de justicia, como lo hacen y lo siguieran haciendo los innumerables mangantes que mal administraron y saquearon las instituciones bancarias de titularidad pública, para que devuelvan lo que robaron y sufran las condenas correspondientes por los delitos que cometieron y que llevaron a las entidades a la ruina.




    El ex-gobernador publicó en el diario El País, el sábado 3 de enero de 2015, un articulo con el título: “Sin reformas, 2015 será un año perdido”. En él hace un análisis sobre la situación económica de España y su futuro inmediato, donde se recogen todos los tópicos que los economistas de este país señalan en periodos de crisis, como causantes de las mismas y la necesidad de actuar con los cambios oportunos en tales materias: “la rigidez de los mercados”, “los cambios estructurales”, “la baja productividad”, “los ajustes necesarios”, “el alto endeudamiento público y privado”…, aunque como tantos otros economistas ni tan siquiera apunta los cambios de estructuras que serían necesarios, ni los ajustes a llevar a cabo o si los mismos deberían de comenzar fijando un salario máximo y eliminando todo tipo de prebendas para ciertas clases directivas.




    Escribe su artículo con la contundencia de un especialista independiente y totalmente ajeno a la evolución de la economía de este país durante un periodo clave, cuando él era justamente el Gobernador del Banco de España.




    Se atreve incluso a decir:




    “El BCE fue quien salvó a nuestros bancos hace tres años con las masivas inyecciones de liquidez a largo plazo. El BCE también fue quien, con la canciller alemana, salvó a España de salir del euro el verano de 2012, después del derrumbe de confianza en el Reino de España y en sus bancos que se produjo como consecuencia de las torpes políticas de gestión de crisis aplicadas durante el primer semestre de aquel año”.




    Este buen señor, en lugar de publicar artículos tan lamentables como el que se comenta, está obligado a explicar a la ciudadanía con claridad meridiana, y por escrito, cómo fue posible que la banca de este país, especialmente las Cajas de Ahorro, sobre la que el Banco de España, del que era gobernador, tenía la obligación de supervisar su solvencia y el cumplimiento de la normativa específica de los bancos, las cajas de ahorro, las cooperativas de rédito…,pasaron en un espacio de meses de ser el sistema bancario más sólido y rentable del mundo a necesitar ser rescatadas a costa de los recursos de todos los españoles, en el caso de la banca pública, y de saquear a los pequeños accionistas en el caso de la banca privada.




    Del mismo modo está obligado a explicar cómo pudo consentir el desmadre, en sueldos y en todo tipo de prebendas, de los Consejos de Administración y de los equipos directivos de las Cajas de Ahorro que terminaron por saquear a las instituciones, la mayoría de las cuales han desaparecido.




    ¿Tendrá este señor el respeto necesario hacia la ciudadanía? Muchos de nosotros esperamos una explicación convincente sobre su dejación de responsabilidades.


  




  

    LOS SALARIOS DE LOS FUNCIONARIOS Y DE LOS CARGOS POLÍTICOS




    El primer gobierno del PSOE llevó a término las reformas más importantes de las Administraciones Públicas que se han realizado en este país, desde antes de la Transición.




    La ley 30 de 2 agosto de 1984 logró, entre otros objetivos, transformar las estructuras funcionales administrativas y las salariales de los funcionarios. Eliminó cientos de escalas, cuerpos y demás chiringuitos que funcionaban como reinos de taifas, que eran impermeables entre si y contaban con formas propias de retribuir a sus funcionarios. Amplió considerablemente la capacidad de movilidad de los trabajadores públicos. Definió de forma clara y sencilla las diferentes titulaciones requeridas para los niveles establecidos, que se relacionaban con las características de los diferentes puestos de trabajo.




    Fue especialmente importante la definición de unos principios básicos para hacer las nóminas, unificándolas y estableciendo los conceptos claves de sus percepciones, desde sueldo base a los diferentes complementos cuyo valor fija el Gobierno Central. Dichos principios eran y son preceptivos en las tres Administraciones Publicas: la Central, la Autonómica y la Local.




    Paso tan importante y trascendente para pagar a los funcionarios tuvo algunos puntos débiles, quizá impulsados por determinados cuerpos de funcionarios, llamados de élite, de la Administración Pública Central. El más negativo de ellos, en relación a las retribuciones, fue dejar un complemento para que pudieran fijar su importe las distintas Administraciones, que años más tarde se le añadió otro con igual peculiaridad. Tales complementos son los que hacen posible, por ejemplo, que la policía nacional tenga retribuciones más bajas que las policías de las autonomías, que un administrativo de un ayuntamiento pueda tener un salario similar al de un jefe de servicio de una administración autónoma, que determinados destinos en la Administración Pública Central reciban salarios que pueden llegar a duplicar otros de igual nivel de la misma Administración, o que funcionarios de las diferentes Comunidades Autónomas tengan salarios distintos en puestos de trabajo similares.




    Quizá sea el momento de corregir tales situaciones evidentemente injustas y también de fijar, a nivel nacional, autonómico y local los salarios de los cargos políticos.




    Una de las medidas más significativas y positivas tomadas por la presidenta de la Junta de Andalucía, en relación al tema que se trata, fue fijar por norma que ningún empleado público de la Junta de Andalucía pueda tener un salario superior al asignado a la Presidencia. Es un ejemplo a seguir que se debía de cumplir a rajatabla, y en esta prescripción entrarían por supuesto los responsables y trabajadores de las empresas públicas. En relación a las mismas se siguen manejando conceptos interesados sobre el mercado de responsables a los que hay que pagar salarios altísimos por sus servicios, porque es cuestión de pagar la competencia de acuerdo con los mercados, cuando en los mercados hay profesionales competentes de sobra para ocupar puestos de responsabilidad en las empresas públicas con sueldo similar al de los funcionarios o de los cargos políticos. El ejemplo más significativo de la falsedad de los argumentos utilizados al respecto lo tenemos en los que fueron responsables de la banca pública, llamase cajas de ahorro, saqueadas por esos directivos con sueldos millonarios que llevaron a las empresas a la ruina, estafaron a millones de ciudadanos y contribuyeron significativamente a la crisis económica.




    Ningún trabajador de las Administraciones Públicas, incluyendo las empresas sean del tipo que sean, debe tener un salario superior al de la Presidencia de Gobierno.




    En cuanto a los salarios en las empresas privadas se debería establecer, por parte de los poderes públicos, límites a los salarios máximos como se hace con los mínimos, protegiendo así a los pequeños accionistas al impedir el abuso de los directivos que se asignan salarios y prebendas abusivos, práctica permanente.




    Si se adoptaran las medidas pertinentes de limitar máximos y mínimos de las retribuciones, en función de la responsabilidad, indudablemente se contribuiría a una distribución más justa de la riqueza que se genera en este país y, con ello, se estaría aplicando una parte de la Justicia Distributiva y de la equidad.


  




  

    GOBERNADORES DEL BANCO DE ESPAÑA




    La historia del Banco de España es relativamente corta para una institución con tal nombre, aunque muy compleja y llena de cambios.




    El organismo primitivo se fundó en el siglo XVIII y, cómo no, durante el reinado de Carlos III. Llevaba, como tantas otras instituciones, en este país subyugado durante siglos por la Santa Madre, el nombre de un santo, aunque fuera también el del monarca, fue el Banco Nacional San Carlos. Estaba bajo la protección de la corona aunque tenía carácter privado, y su función principal era el descuento de vales reales, equivalentes a la deuda pública actual.




    Puede resultar sorprendente pero su primer director pasó en prisión seis años, por supuestas irregularidades en su gestión.




    Recibió el nombre de Banco de España el año 1856, tras la revolución de 1854, antes la institución sufrió cambios, refundaciones y funciones diferentes tuvo el nombre del soberano de turno: fue el Banco San Fernando, por Fernando VII, y el banco Isabel II, aunque continuaba manteniendo su carácter privado y era emisor de moneda.




    Hasta el año 1962 no se nacionalizó y dejó de tener actividades como banco privado. Desde entonces hasta ahora, también ha sufrido considerable modificaciones y las últimas funciones que le han asignado están asociadas y condicionadas a la entrada de España en la zona euro, con el Banco Central Europeo.




    Lo cierto es que está institución, que entre sus funciones primordiales tiene la de promover el buen funcionamiento y estabilidad del sistema financiero del país, ha tenido en los últimos años gobernadores que han dejado mucho que desear, por no decir que han sido un desastre para los intereses de los ciudadanos de este país.




    Todos ellos, sin excepción, después de Mariano Rubio, que fue encausado por los tribunales de justicia, y protagonizó uno de los episodios más turbios y lamentables de la historia del Banco de España, han incumplido con su misión que es de gran importancia para la marcha de este país.




    Cuando comenzó a inflarse la burbuja inmobiliaria y los banqueros se entregaban a diversas actividades perniciosas: “aquelarre” de sueldos disparatados, pensiones demenciales, bonos, y blindajes, o hacían préstamos millonarios a los “amiguetes” sin la menor garantía, formalizaban hipotecas a insolventes y por valor superior al que tenía el bien hipotecado, especulaban con el suelo en connivencia con políticos a los que financiaban inversiones de proyectos desmesurados, sin el menor interés general, negociaban con productos financieros basura, y pedían ingentes cantidades de dinero a bancos extranjeros para llevar la deuda de los ciudadanos a límites desorbitados, o realizaban otras muchas lindezas, los gobernadores del Banco de España salían a los medios para asegurar que el país tenía el sistema financiera más sólido, más eficaz y con más garantías del mundo y por supuesto añadían que a la economía del país le convenía una reducción salarial y un disminución de los tributos sociales, asunto que nada tiene que ver con sus funciones, con las que sistemáticamente incumplían para favorecer intereses bastardos.




    Llegada la crisis, dichos señores tuvieron que terminar por reconocerla, no entonaron el mea culpa, y comenzaron a informar a los tribunales sobre las actuaciones de los banqueros, en muchos casos delictiva, pero sí continuaron pidiendo la reducción salarial y la disminución de los tributos sociales.




    El actual gobernador no ha podido controlarse y, en diferentes ocasiones, ha formulado la misma petición: reducción salarial y disminución de tributos con fines sociales.




    La pregunta es obvia: ¿Ha estudiado a fondo el proceder de sus antecesores y el de los banqueros de los últimos años, para informar de las irregularidades en la gestión de los mismos - que sin duda las habrá en abundancia - al Ministerio Fiscal y a los tribunales? Seguro que nada han hecho en ese sentido, que es un paso ineludible para que la entidad recupere la dignidad que necesita.




    Los gobernadores del Banco de España ratifican, con su conducta, que cada día es más evidente que la clase dirigente de este país merece un buen suspenso y el cese colectivo inmediato.




    El problema actual es cómo evolucionar de la “Democracia Vergonzante” a una “Nueva Democracia” regeneradora, responsable y justa.


  




  

    NORMAS HIPOTECARIAS MÁS JUSTAS, UNA EXIGENCIA DEL ESTADO SOCIAL Y DE DERECHO




    El Decreto Ley para asegurar la Función Social de la Vivienda, aprobado por el Parlamento Andaluz, ha desencadenado todo tipo de reacciones. Desde el rechazo total de algunos sectores afectados, a un sinnúmero de alabanzas propagandísticas de los seguidores del partido político que la promovió, así como la valoración negativa del Gobierno Central.




    Incluso la Administración de Bruselas se ha interesado por la legalidad de su contenido, hasta llegar al extremo de que los responsables de vigilar el cumplimiento de las condiciones impuestas en los préstamos dados a la banca, estudien la normativa y pidan información a las autoridades de la Comunidad Autónoma Andaluza, para terminar por pronunciarse en contra.




    Lo que nadie ha dicho es que el mencionado Decreto Ley se sostiene, básicamente, en el desarrollo de una disposición ya existente, fundamentalmente en el Capítulo II: “DE LA EXPROPIACIÓN POR INCUMPLIMIENTO DE LA FUNCIÓN SOCIAL DE LA PROPIEDAD”, del Título III: “PROCEDIMIENTOS ESPECIALES”, de la ley de 16 de diciembre de 1954, de Expropiación Forzosa. Sin entrar en la propiedad privada cuando el titular es una persona física.




    Lo importante es que tal desarrollo se aplique correctamente, que alcance realmente el objetivo, que con ella se dice perseguir, y que las actuaciones del Gobierno Autónomo no se enreden en la burocracia que el propio Decreto Ley fomenta, con la implantación de organismos nuevos y tramites complementarios a los ya complejos procedimientos propios de cualquier expropiación.




    Otra cuestión es la necesidad de modificar el contenido de las normas que regulan las hipotecas de las viviendas en este país, lo que, al parecer, han olvidado los responsables políticos.




    No basta con conseguir que la entrega de la vivienda hipotecada cubra el pago de la hipoteca. Lo más importante sería fijar un precio mínimo de la vivienda y mantenerlo, para que los banqueros no jueguen siempre con ventaja, al valorar a la baja cuando les interesa. En tal caso sería frecuente que el valor de la misma sobrepasara el de la deuda hipotecaria, lo que jugaría a favor del hipotecado.




    Importante sería también aumentar, en los primeros años, el porcentaje de la cuota a pagar mensualmente para amortizar el capital; y que el porcentaje para pagar intereses fuera mayor en los últimos años, pues ello favorecería a los ciudadanos que suscriben préstamos hipotecarios.




    Además, podrían tener cabida, en el contrato hipotecario, la posibilidad de conseguir periodos de carencia o reducción temporal de cuota, cuando circunstancias temporales impidan a los titulares de la hipoteca pagar la cantidad estipulada. Así como la previsión, también temporal y regulada, de permanecer en la vivienda como arrendatarios los titulares de la hipoteca que no la pueden pagar. En este sentido se pueden buscar otras muchas mejoras de las condiciones en que se concedan tales préstamos a los ciudadanos que en la actualidad están descaradamente a favor de los banqueros.




    Lo que no se puede admitir, en ningún caso, es que escudándose en el Decreto Ley aprobado, los políticos que han promovido la normativa intenten librarse de las responsabilidades, tanto legales como éticas y políticas, que tienen contraídas con la sociedad, a consecuencia de sus actuaciones, como miembros que fueron de los Consejos de Administración de las Cajas de Ahorro. Tanto por su aquiescencia, pasividad -o puede que algo más-, ante los disparates que cometieron las entidades que fueron causa principal de la canallesca crisis que padecemos. Además de los comportamientos delictivos de los banqueros, que los Consejos de Administración aprobaban.




    El proceder inaceptable de tales Consejos de Administración ha tenido, en Andalucía, una incidencia especial al dejar a la Comunidad Autónoma prácticamente sin unas instituciones tan importantes, tanto por las obras sociales que llevaban a cabo, como por ser la base de un posible sistema financiero andaluz.




    Ejemplos: 1) Caja Sur, que fue la primera en caer por una desastrosa administración, que además hizo frente a los proyectos del Gobierno Andaluz para crear la gran caja andaluza. Enfrentamiento que contó con el apoyo de gran parte de su Consejo de Administración, en el que estaba representada no solo la Santa Madre sino también partidos políticos, organizaciones sindicales e impositores. 2) Caja Sol, que pretendió ser el núcleo de la fusión de las cajas andaluzas. Todas han cedido su titularidad, por desgracia, a entidades foráneas.




    El Decreto Ley no pude hacer olvidar que los partidos políticos deben a los ciudadanos andaluces una explicación, una retractación con disculpas y la salida de la escena política de los responsables que perdieron la dignidad, en un periodo disparatado de desafueros.




    Pero no se olviden las responsabilidades legales a las que se tenga que responder, ni lo que desde la propia Administración Autónoma se deba de investigar, amén de las actuaciones que se tengan que acometer para asegurar la función social de la vivienda.


  




  

    DEL ESTADO LAICO




    La Constitución española de 1978 consagra en su artículo 16 la libertad ideológica y religiosa de los españoles y deja claro que ninguna religión tendrá carácter oficial. Lo que no dice con rotundidad es que España es un estado laico y sí que tendrá relaciones de cooperación con la Iglesia Católica.




    Se puede vislumbrar en la estructura de estos contenidos las dificultades que debieron tener los políticos responsables de redactar la Carta Magna para defenderse de las influencias asfixiantes y destructivas de la Santa Madre.




    Nadie puede dudar que la religión cristiana ha incidido en la forja de la cultura del país y en su historia, pero las invasiones, las colonizaciones, las guerras, las miserias, las epidemias, las enfermedades, las monarquías, las injusticias, las desigualdades, el caciquismo, los nacionalismos y otras muchas calamidades también lo han hecho y no por ello dejamos de hacer todo lo que es posible para alejarnos y desprendernos de ellas y de sus secuelas.




    El derecho de cada individuo a tener sus propias creencias y a seguir los dictámenes de los credos religiosos que considere pertinente profesar es indiscutible, siempre que no afecte para mal a los derechos de los demás.




    El miedo del ser humano a la muerte, a ser limitado y perecedero, y la necesidad de tener la esperanza de disfrutar de una vida eterna donde no tendría limitaciones, como ofrecen las religiones, son realidades reconocidas y aceptadas. Otra cuestión son los métodos, con frecuencia, destructivos, que utilizan las organizaciones religiosas para someter a los miembros de las comunidades, en las que se implantan, a los intereses de los jerarcas. Lo hacen por medio de los mandatos del líder y de los dogmas que dictaminan en base a las conclusiones de extrañas pseudo-ciencias con las que dicen estudiar las manifestaciones, los contactos y las exigencias de las deidades que según ellos rigen el universo.




    Cuestión muy diferente es la posición en la que se sitúan las organizaciones políticas en esta cuestión. El PSOE es por principio un partido laico y con esa rotundidad se tendría que poder afirmar.




    Hoy resulta imprescindible que los responsables del partido les digan con claridad a sus miembros si su intención es seguir el mismo camino de los últimos gobiernos socialistas, si alguna vez volvemos al poder, porque es más que evidente que han estado próximos por no decir inmersos en la confesionalidad católica, lo que es impresentable. Las razones para opinar así son muchas y entre las más significativas se pueden citar algunas.




    Es inaceptable que se hayan mantenido vigentes y aplicado acuerdos con el Estado Vaticano, que están en contra de la Constitución Española e incluso son ajenos al Derecho Internacional y a otros acuerdos suscritos por el Estado Español.




    Es inadmisible que se haya mantenido una cuota especial en el IRPF con el fin de asignar recursos para la Iglesia Católica o para asuntos sociales, cuando lo correcto es que para ese fin se haga una aportación adicional del contribuyente que lo desee, no que una parte de un impuesto establecido con carácter general se destine a ese fin.




    Es impresentable que los gobiernos socialistas hayan mantenido a costa de las cuentas del Estado la asignatura de religión católica en las escuelas públicas, con la presencia de símbolos religiosos católicos. Las clases de adoctrinamiento religioso las tienen que impartir las organizaciones religiosas en sus instalaciones. Situación que se agravaba con el hecho de que los profesores, que imparten la materia, los paga el Estado pero los elije el obispo de turno y los mantienen en un régimen de contratación y trabajo al margen de los derechos laborales, los que consagra la Constitución y el Estatuto de los Trabajadores.




    Es imperdonable que el último gobierno socialista nombrara, sin base legal alguna, a un obispo católico general de división castrense. Así como que el último presidente de gobierno socialista participe en un acto público, por primera vez desde que dejó el gobierno, de la mano de uno de los prebostes más reaccionario de la jerarquía católica, que además lo defendió ante los insultos de otros miembros de la secta.




    Que los bienes de la Iglesia Católica estén libres de determinados tributos no ocurre ya ni en la Italia ultramontana, pero si bajo un gobierno socialista en nuestro país. Así mismo no es admisible que el mantenimiento de un patrimonio religioso, que su construcción, durante siglos, tuvo como fin apabullar al pueblo y obstaculizó el desarrollo de la arquitectura y las expresiones artísticas civiles, lo mantenga el Estado sin ostentar su titularidad y por lo tanto pueda hacer el uso que considere más adecuado para los ciudadanos creyentes o no, que aportan los recursos.




    Que después de más de veinte años de gobiernos socialistas se mantengan las fiestas religiosas católicas y no se hayan sustituido por fiestas civiles, aunque fueran en las mismas fechas, resulta anacrónico.




    La libertad de cualquier miembro del partido para pertenecer a un credo y cumplir con los ritos que el mismo conlleve debe ser total, pero los miembros que están en las instituciones porque han sido elegidos como representantes del partido socialista, en elecciones democráticas, o que han sido nombrados por la misma razón para cualquier cargo público, no tienen que intervenir en representación de tales entidades en prácticas religiosas de ningún credo. Si quieren hacerlo que sea a título personal.




    No se puede aceptar como excusa de tales comportamientos la gran labor social que hace la Santa Madre porque ello es un montaje, como todo lo que procede de ella. La caridad no está dentro de los principios socialistas, sí la justicia y la redistribución de la riqueza, que debe llevarlas a cabo por medio de políticas que desarrollen los gobiernos. De hecho, las supuestas obras de caridad que hace la Iglesia Católica las lleva a cabo con dinero de todos los ciudadanos.




    La institución más prestigiosa bajo el control de la Santa Madre es Caritas que recibe más del noventa y cinco por ciento de sus presupuestos del Estado, luego del Estado debería de depender además de cambiarle el nombre.




    La instituciones de la Santa Madre que se han subvencionado y que se siguen subvencionando con el dinero público son entidades que han luchado y luchan contra los programas de progreso social y científico, que apoya el Partido Socialista, y lo hacen directamente en manifestaciones públicas de todo tipo, al mismo tiempo que reciben el apoyo económico para sobrevivir y hacer su caridad en miles de centros desde donde adoctrinan.




    Si los responsable del Partido Socialista han llegado a la conclusión de que para ganar elecciones democráticas tiene que ser confesional y llamarse Partido Socialista Católico Español, que lo digan con claridad y pongan en marcha los mecanismos reglamentarios para que así lo recoja sus estatutos y que sus miembros o aquellos que quieran serlo sepan a qué atenerse. De no ser así el partido es laico, así lo debe pregonar y comportarse como le es debido.




    Esa secta milenaria denominada “Iglesia Católica” con un recorrido histórico repleto de corrupciones de todo tipo, atropellos, abusos de poder, crueldades sin límite, crímenes contra la humanidad y otras atrocidades, está sedienta de poder y de riquezas y cuando pone sus manos sobre personas, entidades o bienes difícilmente las retira sin llevarse con ella y para sus jerarquías cuanto haya de valor, por lo que es importante tenerlo en cuenta y actuar en consecuencia.




    El Estado Social y Democrático de Derecho, al respetar la pluralidad, se obliga a garantizar la libertad ideológica (art. 16 CE) y propugna el valor superior de la justicia (art. 1,1), conjunción de libertad e igualdad. Ello implica la exigencia de un Estado Laico, es decir, aconfesional y democrático, más allá, de ideologías y creencias.


  




  

    LA INSEGURIDAD JURÍDICA SOCAVA EL ESTADO DE DERECHO




    En el quehacer de algunas Administraciones Públicas del país se llevan a cabo actuaciones que colocan a los ciudadanos ante situaciones de clara inseguridad jurídica y, aunque por ahora son puntuales, el riesgo de que se generalicen es una realidad que amenaza al Estado de Derecho.




    La escasa repercusión, de tendencia tan grave, en los medios de comunicación y en la sociedad en general, es el principal problema, pues ignorarla no es una solución sino todo lo contrario, es dar facilidades para que se consolide.




    Dado que los responsables políticos son incapaces de corregir tales desviaciones, porque ellos las provocan, deben ser los ciudadanos quienes lo exijan y actúen sin reservas contra ese tipo de comportamientos, que conducen a las sociedades a someterse a la arbitrariedad del poder y sus consecuencias son desoladoras.




    Algunas actuaciones concretas pueden dar una idea muy clara de las afirmaciones hechas, entre otras muchas hay dos que son especialmente claras y significativas.




    Cuando cualquier Administración Pública necesita contratar un servicio, hacer una obra, conceder una subvención o cualquier otra actuación que conlleve un gasto, tiene que montar un expediente con el que justificar la necesidad de la actuación, concretar su costo y poner en marcha los mecanismos para su adjudicación. Es condición imprescindible para culminar tal expediente, además de superar diferentes trámites administrativos de autorización, control y seguimiento, contar con la dotación necesaria en forma de crédito que esté recogido en los presupuestos aprobados, en el caso de la Administración Autónoma de Andalucía, por el Parlamento Andaluz.




    De los diferentes controles que un expediente que genere gasto tiene que superar, antes de llegar a su ejecución, el más condicionante es el de la intervención. Ésta comprobará, entre otras exigencias, si el gasto que conlleva el expediente en tramitación cuenta con el crédito correspondiente; si es así, dicho crédito queda comprometido y sólo se puede destinar el mismo al gasto recogido en ese expediente. Esto significa que cualquier expediente intervenido tiene garantizados los recursos pertinentes para hacer efectivo el pago cuando la actuación se lleve a término en las condiciones previstas y así quede comprobado y certificado.




    Es imposible entender que la Administración Autónoma de Andalucía tenga expedientes del año 2008, ejecutados de acuerdo a norma y a las exigencias del expediente, que están pendientes de pago. Esta situación ha llevado a numerosas entidades a la ruina y siembra la inseguridad en los sectores empresariales, que trabajaban para esta Administración Pública Andaluza, y en las entidades que podrían financiar las actuaciones.




    Lo más sorprendente es que para justificarse la Administración Andaluza dice no tener recursos para pagar. ¿Dónde están los créditos comprometidos en los correspondientes expedientes intervenidos? Cualquier respuesta estaría probablemente en la ilegalidad. Quizá la acción más frecuente para intentar retrasar el pago es paralizar los trámites administrativos y ampararse en tales retrasos.




    Situación de inseguridad jurídica se da también significativamente en el sector de la enseñanza. Las décadas de tolerancia desmedida, con infravaloración del esfuerzo y del mérito, y la eliminación de responsabilidades, para alumnos y padres de alumnos, en los diferentes niveles de la enseñanza, así como la infravaloración, la marginación y la inducción al desprestigio de los docentes ante alumnos y padres de alumnos, han tenido resultados perversos para el sistema educativo andaluz. Con el fin de paliar los efectos reconocidos e inhibirse de responsabilidades la Administración Andaluza ha culpabilizado al estamento docente, en todos sus niveles y funciones, y ha recurrido a la inspección educativa con la que, al parecer, pretende remediar los resultados poco favorables del sector, fruto de una mala política.




    Las actuaciones de la inspección educativa, desmedidas, autoritarias, agresivas, contradictorias y algunas veces posiblemente prevaricadoras, al margen de lo dispuesto por el Boletín Oficial del Estado, han sembrado la inseguridad antes las leyes, el desconcierto y han mermado la confianza en un sector tan sensible y fundamental para el presente y el futuro de la sociedad. El pretendido remedio está agravando los problemas y en ningún caso resolviéndolos.




    La Administración Andaluza que durante algún tiempo fue un ejemplo de buen funcionamiento y base para pensar que siempre prestaría un buen servicio a los ciudadanos, se ha convertido en una fuente de inseguridad jurídica y un tormento para la ciudadanía, de lo que, por el comportamiento que siguen, aún no se han dado cuenta los responsables políticos.
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    LAS TARIFAS ELÉCTRICAS, OTRA HERENCIA ENVENENADA


    DE AZNAR




    La reciente subida del importe del suministro de energía eléctrica, junto con la sentencia del tribunal supremo con la que libera a las empresas eléctricas de las obligaciones que les imponía el mal llamado bono social, o descuento a determinados consumidores que fueran personas físicas y cumplieran con numerosos requisitos que iban desde la edad hasta la potencia contratada, vienen a complicar aún más el recorrido desastroso que las tarifas eléctricas siguen en este país desde hace años.




    La historia se inicia con las ventoleras neoliberales y privatizadores que invadieron a las instituciones, para hacer que el Estado Español se desprendiera de su participación en el sector industrial de la producción de energía eléctrica, comportamiento que no siguieron los grandes países europeos que como sector estratégico, que lo es, mantienen la titularidad necesario del mismo para ejercer el control oportuno.




    Diferentes gobiernos españoles recorrieron con tanto entusiasmo el camino de la privatización, que llegaron al extremo de conseguir que la primera empresa eléctrica de este país, que fue de titularidad pública, terminara por estar bajo el control del Estado Italiano. Paralelamente a una política extremadamente generosa de privatización que tanto favoreció a determinados sectores del capital, Aznar apostó por la total liberalización, lo que requirió un paquete de indemnizaciones para el sector. La excusa para llevar a cabo actuaciones tan impresentables era que con ellas se conseguiría, a medio plazo, que el precio del suministro eléctrico para el consumidor bajara como consecuencia de la libre competencia entre empresas privadas, otra hipócrita sobrevaloración del funcionamiento de los mercados.




    Lo que se ha conseguido con tales políticas, en poco más de quince años, es que en la actualidad España tenga el precio más alto en el suministro eléctrico de los países de la unión y que además exista un llamado déficit tarifario que supera los veinte mil millones de euros. El déficit mencionado es la consecuencia de los controles que los gobiernos de turno han ejercido sobre el sector para limitar las tarifas que se aplican a los consumidores, en contra de la liberalización, déficit que es deuda del estado con las empresas productoras.




    Es difícil encontrar contrasentidos mayores que los expuestos, en torno a la privatización y liberalización del mercado de la energía eléctrica y sus tarifas, pero los hay y se comentan a continuación.




    Liberalizar y privatizar el sector eléctrico no fue la acción más decisiva, en sí misma, de los gobiernos de derechas para favorecer al sector eléctrico y perjudicar a los consumidores. El mayor éxito se lo apuntaron con la ley 54/97 del sector eléctrico y otras disposiciones, en la misma línea, y la sistemática resultante que se emplea para calcular las tarifas que los ciudadanos pagan de la energía eléctrica que consumen. Normativa que los gobiernos socialistas no han tenido la dignidad y la valentía de modificar a favor de los consumidores.




    Las normas que regulan la generación y distribución de la energía eléctrica están publicadas en el Boletín Oficial del Estado, al que pocos ciudadanos acceden, por lo que la clase política tendría que salir a los medios de comunicación para descifrar, con la claridad necesaria para que los ciudadanos lo entienda, lo que encierra su contenido. No lo hacen porque resultaba complicado explicar y justificar un sistema que merece el calificativo de timo de la estampita.




    La explicación esquemática es sencilla y sin duda fácil de entender.




    La distribución de la energía eléctrica en este país se hace por medio de una red de la que es titular Red Eléctrica Española (REE), de la que sólo el 20% es ya de titularidad pública. A esta red están conectados los centros generadores de energía eléctrica.




    La red (REE) tira de los centros que la generan, como respuesta a la demanda de los consumidores y para suministrarles la energía que requieren. Lo hace en un orden establecido de las diferentes fuentes. Capta, en primer lugar, la energía que generan las centrales nucleares, en segundo lugar lo hacen de las fuentes renovables (generación hidráulica, generación eólica, generación solar, generación por la valorización energética de la biomasa…) a continuación de las centrales térmicas de gas, de petróleo, de carbón.




    El orden mencionado está en relación inversa al coste que se le asigna a la generación del KW/h, así el más barato es el nuclear, el hidráulico…. Tanto a la energía de origen nuclear como de origen hidráulico se le asigna valor cero, al parecer porque las inversiones están amortizadas. Pero lo curioso es que el precio real de las tarifas se fija igual para todos los KW/h que se consumen, en periodos de veinticuatro horas, con referencia al precio del último que se engancha a la red de suministro (REE) según su origen, que es el más caro de los captados. Se emplea para hacerlo un mecanismo de oferta y demanda, donde la estimación de la demanda la hace la REE y la oferta de venta ante tal demanda la hacen las empresas que generan la energía. Estas operaciones se llevan a cabo cada día y a este mecanismo se le da el nombre de pool (como referencia al precio de origen).




    El truco del almendruco está en que, de acuerdo con el porcentaje de producción de las energías con valor cero, el consumo nacional nunca será la referencia del precio de la energía que procede de la energía nuclear o hidráulica, salvo episodios anecdóticos sin incidencia real sobre las tarifas. En definitiva a quién se perjudica con la sistemática expuesta es al consumidor, como ocurre siempre.




    Ante esta situación, que es difícil de calificar y aún más de entender e imposible de aceptar, queda pendiente saber el nombre y apellidos de los políticos que han ejercido el poder, en los diferentes ámbitos del Estado, y que en la actualidad forman parte de los consejos de administración, de los órganos directivos o son asesores de alto nivel de las eléctricas, así como la retribuciones que reciben en tales probablemente estén por encima del salario mínimo interprofesional.


  




  

    LOS CANGREJOS ROJOS EN LOS ARROZALES DE LA ISLA




    En los años setenta (y poco) voces de alarma social recorrían Sevilla y sus entornos. Trataban de denunciar las consecuencias de la presencia del cangrejo rojo en las marismas del Guadalquivir y en los ríos de Andalucía. El hecho se calificaba como una previsible catástrofe ecológica pues se trataba de la invasión de una especie de crustáceo de río, de origen americano, que traería grandes consecuencias negativas para los ecosistemas andaluces.




    La introducción del cangrejo rojo se produjo en una determinada concesión, cuya iniciativa resultó totalmente incontrolable –por la capacidad de reproducción y expansión de la especie-.




    Hoy, la condena a la presencia de este cangrejo la mantienen grupos minoritarios de individuos dedicados, con un afán sin límites, a defender un Medio Ambiente acorde con el concepto que sobre el mismo ellos mantienen. Para actuar así, no han tenido ni tienen reparo en mentir y emplear medias verdades o cualquier otro medio, sea cual sea, y… aunque dañen a quien dañen.




    Al cangrejo rojo lo califican como especie invasora, que lo es, como lo son miles de otras especies biológicas, que lo han sido y serán a lo largo de los tiempos.




    Aseguran que el cangrejo rojo acabará con el cangrejo de río autóctono, de mejor calidad, sin duda, para la mesa.




    Al invasor le dieron el nombre de cangrejo americano para hacerlo aún más despreciable para los muchos andaluces poco partidarios de los norteamericanos. Era como si dijeran no sólo nos invaden con sus bases sino que encima nos imponen sus cangrejos, el cangrejo rojo americano, aunque últimamente los medios de comunicación le han quitado el último apelativo y solo es el cangrejo rojo. Lo cierto era que el cangrejo rojo se multiplicó de manera tan fulminante en los arrozales, antiguas marismas del Guadalquivir, que los agricultores lo tomaron como una plaga que atacaba directamente a sus cultivos y temían acabaran con ellos.




    Casi medio siglo después los habitantes de la zona, por necesidad y con ingenio, transformaron lo que se calificó de plaga incontenible en un medio de vida para unas cuantas miles de familias.




    Paralelamente, del cangrejo rojo se alimentan algunas especies de aves que han aumentado su presencia en el coto más protegido del país y puede que de todo el mundo. Es decir, se ha llegado a un equilibrio con relación al cangrejo rojo, lo que es fundamental para vidas y haciendas y, cómo no, para el medio ambiente lugareño.




    Los cráneos privilegiados no encajaban en su concepción del Medio Ambiente la presencia del cangrejo rojo, aunque tras casi medio siglo bien se podía decir que ya es dudoso el calificativo de invasor, en tiempo presente, pues se había adaptado y no era una plaga sino un recurso natural que se aprovechaba por los habitantes de la zona y por algunas aves.




    Utilizando una interpretación rígida y peculiar de la legislación, el Tribunal Supremo ha prohibido mantener la pesca del cangrejo rojo, así como la actividad comercial relacionada con él. Ha parado así la actividad de pesca, comercio, e industria que se desarrollaba y el medio de vida para miles de familias, de la noche a la mañana.




    Alguno de los partidos políticos, que alimentan al “monstruo”, han manifestado su contrariedad por la sentencia y buscan otros medios alternativos para compensar a los afectados.




    Lo que no dicen los cráneos privilegiados es lo que piensan hacer con el cangrejo rojo, que ante los hechos mencionados se convertirá en una plaga para los arrozales de las antiguas marismas del Guadalquivir de difícil tratamiento.




    Los políticos no han dicho nada de su disposición a modificar una norma que se presta a interpretaciones tan claramente impresentables como la hecha en relación al cangrejo rojo. Tampoco dicen sin algún día decidirán, por simple sentido común, dejar de alimentar al monstruo que ayudaron a crear y a desarrollarse. Sin embargo, si el cangrejo rojo no se controla por la pesca y el comercio del mismo, ¿cómo se va a controlar? ¿Eliminándolo por medios químicos? Entonces… ¿cómo?




    Frente a este problema actual, la Federación o el Sindicato de Arroceros y las cuatro Comunidades de Regantes se manifiestan en contra de la sentencia y a favor de la pesca y comercialización del cangrejo rojo. Pues si no se controla por la pesca se verá afectada negativamente el resto de la fauna pesquera, los arrozales y las propias infraestructuras de desagües y puentes.




    En consecuencia, una realidad ya resuelta desde hace un tiempo viene ahora a “desajustarse” por cerrazón jurídico medio-ambiental, lo que no deja de ser injusticia para arroceros y familias beneficiadas por la pesca y venta del cangrejo rojo.


  




  

    LOS AUTOMÓVILES NO CONTAMINANTES




    En la segundad mitad del siglo XIX, cuando se consolidaban las grandes concentraciones urbanas actuales, en las misma había graves problemas de contaminación derivados fundamentalmente de los excrementos que generaban los animales destinados al transporte de mercancías y de personas. Las cifras siguientes pueden dar una idea aproximada de la magnitud del problema, la ciudad de Nueva York a finales del XIX, con una población próxima a los tres millones de habitantes, contaba con más de doscientas mil caballerías que generaban cada día en torno a tres millones de kilos de estiércol, a los que había que sumar los correspondientes orines y los cadáveres de animales muertos que se abandonaban en las calles. Al problema que los mismos generaban se sumaban los malos olores que desprendían, en definitiva gases contaminantes que se unían a los que evacuaban las propias bestias. Todos estos gases contaminantes estaban fuera de control y no se hacía seguimiento ni de su concentración ni de su composición.
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